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1. ADMINISTRACION Y GESTION: DOS CONCEPTOS 
MALTRATADOS 

Hablar del ejercicio público referido a la planeación del desarrollo urbano 
nos lleva, irremisiblemente, a la necesidad de precisar dos conceptos que per-
mite explicar el carácter de la participación del sector público en los procesos 
que se encuentran relacionados con el crecimiento y transformación de las 
ciudades. Los conceptos a los que nos referimos son el de gestión y adminis-
tración de las ciudades. 

Estos dos términos, a lo largo de este siglo, han estado íntimamente re-
lacionados con el ámbito disciplinar, así como con la práctica institucional 
de la planeación urbana, a pesar de lo cual aún no cuentan con una precisión 
conceptual que permita señalar con claridad el universo de funciones, acti-
vidades, responsabilidades, atribuciones y relaciones jurídico-políticas a las 
que se refieren. 

Ni en el ámbito de la planeación urbana institucional, ni en el de la inves-
tigación académica relacionada con el proceso de planeación en México, se ha 
establecido una distinción clara ni menos una precisión de estos dos conceptos. 

Desde el momento mismo en que, en el contexto nacional, hacia la década 
de los años setenta se precisaron las funciones gubernamentales relacionadas 
con la planeación urbana, se evidenció una falta de interés por establecer una 
diferencia entre ellos, considerándose el ejercicio de la gestión como parte de 
las funciones inherentes a la administración urbana (SAHOP, 1982:87). 

Posteriormente, en la práctica de la planeación urbana institucional, en 
las experiencias que más claramente pusieron en práctica los planteamientos 
de la planeación urbana según se expresaban en la Ley General de Asenta-
mientos Humanos (particularmente en el Estado de México), el ejercicio de 
la planeación urbana se remitió casi exclusivamente a funciones de carácter 
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administrativo, ejecutivo y coercitivo, asumiéndose la gestión como una 
función discrecional con un fuerte contenido de mediación política y de 
carácter clientelar. 

En el campo académico nacional, por su parte, desde los años setenta no 
ha habido intentos significativos por precisar estos conceptos, y su tratamien-
to y utilización más bien han estado implícitamente asociados al análisis de la 
participación del “Estado” en los procesos urbanos. 

Algunos investigadores, interesados específicamente en la temática re-
lacionada con la participación del sector público en el proceso de planea-
ción del desarrollo urbano, reconocen que -a nivel de la discusión teórica 
en México-, muy poco esfuerzo se ha hecho para clarificar el concepto de 
gestión urbana, (Coulomb, 1991: 39). 

Por lo general, tanto en el espacio gubernamental como en el académico, 
el uso de los conceptos de gestión y administración ha estado vinculado funda-
mentalmente con la práctica gubernamental, considerándose indistintamente 
a uno como función del otro (SAHOP, 1982: 87 y Massolo, 1989:135)

Esta imprecisión, desde nuestro punto de vista, ha estada relacionada 
tanto al origen disciplinar mismo de estos dos conceptos, como a la forma en 
que han sido retomados y se han utilizado dentro de la disciplina de la pla-
neación urbana y, más concretamente, en la práctica institucional relacionada 
con el ordenamiento de las ciudades. 

2. EL PECADO ORIGINAL DE LA PERSPECTIVA  
GUBERNAMENTAL 

Desde el punto de vista de la actuación gubernamental en México, tanto 
el concepto de Administración Urbana como el de Administración del De-
sarrollo Urbano han estado íntimamente relacionados con el de Administra-
ción Pública; de hecho, desde las instancias gubernamentales responsables de 
la planeación territorial, los dos primeros (Administración Urbana y Admi-
nistración del Desarrollo Urbano) se consideran, implícitamente, como una 
especificidad de la última (Administración Pública), en tanto que el concepto 
de gestión se concibe como una más de las funciones a las que se aboca la Ad-
ministración Urbana (SAHOP, 1982.: 85 y ss.). 

En general, la interpretación que desde el ámbito gubernamental en Mé-
xico se ha hecho de estos conceptos, reproduce la que se manejó, en forma 
dominante, desde la perspectiva disciplinaria de la Administración Pública 
hasta los años sesenta. 
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Como lo señala Omar Guerrero (Guerrero, 1981: 26-27), esta interpre-
tación le concede a la Administración Pública un carácter gerencial, técnico, 
neutral, aislado de la “contaminación” política, lo cual supone un divorcio 
entre Administración y Política; en palabras de Moreland: 

“la política decide sobre los objetivos que serán alcanzados, la administración pone 
a la política en ejecución o, para hablar en otras palabras, realiza cosas” (citado por 
GUERRERO, Omar. 1981: 26), 

Esta interpretación de hecho se mantiene desde finales del siglo XIX, 
cuando Wilson, en uno de los primeros estudios dedicados exclusivamente a 
la Administración Pública, considera que ésta: 

“... es la parte más evidente del gobierno, es el gobierno en acción; es el ejecutivo, es el que 
actúa, la dimensión más visible del gobierno y, por supuesto, es tan vieja como el gobierno 
mismo” (citado por GUERRERO, Omar; 1981: 27). 
Desde esta perspectiva, se puede concluir que la Administración Pública 

es una práctica que persigue la satisfacción de objetivos institucionales (esto 
es, objetivos de gobierno), por medio de una estructura y a través de un es-
fuerzo de gobierno. 

Asimismo, se refiere básicamente a todas las acciones (ejecutivas), que 
lleva a cabo el aparato gubernamental a través de sus propias instituciones 
tendientes a alcanzar sus propios objetivos de desarrollo económico y social. 

Con base en esta interpretación, a la Administración Pública Municipal, 
desde las esferas gubernamentales, se la define como: 

“… la actividad del gobierno municipal enmarcada en el orden jurídico establecido bajo 
consenso popular (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, principalmente 
en el Artículo 115; Constitución estatal, leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas), 
encaminada a la planeación, ejecución y control de las acciones e inversiones destinadas 
a lograr el desarrollo integral del municipio, de acuerdo con la estrategia y objetivos del 
desarrollo integral del estado y del país en su conjunto” (CNEM, 1985: 229). 

En el caso específico de la p1aneación urbana en México, desde el mo-
mento mismo de su institucionalización, con la promu1gación de la Ley 
General de Asentamientos Humanos y la creación de la Secretaría de Asen-
tamientos Humanos y Obras Públicas (SAHOP), después Secretaría de De-
sarrollo Urbano y Ecología (SEDUE) y ahora Secretaría de Desarrollo Social 
(SEDESOL), se asumió esta misma concepción para definir lo que, desde el 
punto de vista institucional y sectorial, era la Administración Urbana.

En este sentido, la SAHOP definió a la Administración  Urbana como: 
“... la actividad del gobierno de la ciudad, orientada a la selección de alternativas viables 
y factibles propuestas por el plan municipal de desarrollo urbano para ejecutar y controlar 
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las acciones, programas y proyectos, tendientes a otorgar, mantener y conservar con 
oportunidad, eficiencia y eficacia y racionalidad, las obras y servicios urbanos, en la 
calidad y cantidad que requiera la comunidad “(SAHOP, 1982: 85 Y 86) 
Desde este enfoque para la SAHOP: 
“la Administración del Desarrollo Urbano difiere de la Administración Urbana, en cuanto 
que la Administración del Desarrollo Urbano se define como la parte de la administración 
pública que, de acuerdo con objetivos, políticas y lineamientos de operación de la estructura 
gubernamental y las demandas de la población, se propone orientar el proceso del desarrollo 
urbano a objetivos sociales y económicos, previamente establecidos. 
En cambio, la Administración Urbana, consiste en 
“la selección y ejecución oportuna de cualquiera de las alternativas que sugieren los 
planes de desarrollo urbano, de acuerdo a las necesidades y capacidad del municipio, para 
otorgar, conservar y mantener las obras y servicios públicos en la cantidad y calidad que 
requiere la comunidad de un centro de población” (SAHOP, 1982: 85-87). 

Desde este punto de vista, la Administración Urbana constituye una 
función ejecutiva específica de la Administración del Desarrollo Urbano, y 
ésta a su vez constituye un elemento sectorial de la Administración Públi-
ca, que con base en objetivos y lineamientos decididos de antemano en ins-
tancias gubernamentales de carácter político, orienta o programa -en forma 
racional- estas acciones, conformando un esquema jerárquico similar (ver 
ESQUEMA 1). 

Bajo este esquema, desde la perspectiva gubernamental se concibe a la 
Gestión Urbana como una subfunción de la Administración Urbana, ya que 
implícitamente quedaría dentro de las alternativas instrumentales de los Pla-
nes de Desarrollo Urbano, quedando asociada a las funciones de gestoría, 
tramitación y, fundamentalmente, negociación política que desarrollan los 
gobiernos de la ciudad -en este caso los ayuntamientos-, a fin de proveerse de 
los recursos (económicos, técnicos y humanos) necesarios para la concreción 
de los objetivos de desarrollo (SAHOP, 1982: !. 87), que se asumen y deciden 
en la esfera de la Administración del Desarrollo Urbano y que provienen, por 
supuesto, de la Administración Pública central -en este caso desde los niveles 
de gobierno federal y estatal-. 

De esta manera, tanto la SAHOP desde sus orígenes, como posterior-
mente los organismos públicos que han adoptado sus funciones, han retor-
nado la misma acepción que, del concepto de administración, han definido 
las ciencias sociales desde el ámbito disciplinar de la Administración Pública, 
considerando a la Administración 
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Urbana como la actividad relacionada con las acciones que ejecutan los 
órganos de gobierno responsables del ordenamiento territorial, para alcanzar 
los fines del mismo gobierno con base en ordenamientos legales y una estruc-
tura gubernamental operativa. 

Esta forma de entender la Administración Urbana asume esta actividad 
como una forma específica del ejercicio del poder, cuya particularidad es la de 
estar dirigida al ordenamiento, control y planeación de las acciones públicas y 
privadas vinculadas a la dinámica del crecimiento y transformación urbanos.  

Es decir, básicamente el aparato gubernamental, a través de su nivel sec-
torial respectivo, asume a la Administración Urbana como una acción de go-
bierno, ejecutada por medio de sus propios órganos e instituciones, que busca 
alcanzar sus propios objetivos en un marco de supuesto beneficio social. 

En este contexto de ideas, la Administración Urbana es considerada 
como una actividad propia del gobierno de las ciudades, fundamentalmente 
dirigida al control de los procesos sociales y económicos que involucran la 
transformación del espacio urbano, en tanto que la gestión urbana se concibe 
como el conjunto de diligencias que los organismos institucionales realizan, 
como parte de sus responsabilidades administrativas, dirigidas a conducir las 
acciones sociales en el sentido de sus objetivos políticos. 

3. LOS PECADOS INHERENTES A LA PERSPECTIVA 
ACADEMICA 

En cuanto a la discusión académica, referida específicamente a la clarificación 
conceptual de la Gestión y Administración del Desarrollo Urbano, a pesar 
de que no hay un esfuerzo significativo y sistemático por precisar estos dos 
términos, es posible reconocer las consideraciones implícitas que sobre este 
punto subyacen a la discusión sobre la participación del aparato guberna-
mental y de los grupos sociales en el proceso de urbanización. 

Desde la discusión académica, los conceptos de Gestión y Administra-
ción Urbana se han asumido principalmente los siguientes enfoques: 

3.1. EL ENFOQUE ECONOMICO 

La perspectiva marxista que hace énfasis en los llamados soportes mate-
riales para la producción con base en un enfoque fundamentalmente eco-
nómico, asocia las actitudes institucionales relacionadas con la planeación 
urbana a los procesos y acciones impulsados por un Estado-instrumento 
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de la clase dominante que, en las condiciones actuales y consecuentemente 
con la lógica del capital, están dirigidas fundamentalmente a facilitar el 
desarrollo ampliado del capital.

Desde este punto de vista, la intervención directa del Estado en la pro-
ducción de los soportes materiales cumple gran diversidad de funciones, diri-
gidas todas a propiciar un desarrollo ampliado de la acumulación capitalista 
(Pradilla, 1984: 294 y ss.; Lojkine, 1979: 113 y ss. Topalov, 1979: caps. 2 y 3; 
y Castells, 1974: 505 y ss.).

En este sentido, la participación del aparato gubernamental en ac-
ciones relacionadas con el crecimiento y transformación de las ciudades 
ocurre tanto para resolver diferentes contradicciones del capital como para 
apoyar su desarrollo

Aparece históricamente cuando la creación de servicios e infraestructura 
ha entrado en contradicción con las necesidades de desarrollo de la producción 
capitalista, ya sea porque en su producción, distribución y consumo han entra-
do en conflicto diferentes sectores del capital, porque su creación implica inver-
siones de capital que obtendrían bajas tasas de ganancia, o porque la creación 
y operación de estos servicios e infraestructura (carreteras, vialidades urbanas, 
redes de agua potable y en general de infraestructura básica), está dirigida, en 
primera instancia, a promover el desarrollo de la industria privada de la cons-
trucción y de todas aquellas industrias relacionadas directa e indirectamente 
con ella y, en última instancia, al desarrollo del capital en su conjunto. 

El Estado asume así un papel de dinamizador de la producción capitalis-
ta, a través de promover la demanda de mercancías con destino no sólo a la 
producción, sino también al funcionamiento de los soportes materiales. 

Esta participación del Estado no sólo se explica bajo el supuesto de que 
su actuación impulsa la expansión y crecimiento de la industria capitalista 
existente, sino además hace posible la creación de nuevas empresas, impac-
tando de hecho en todas las esferas de la producción y distribución de mer-
cancías y en la prestación de servicios. 

Ahora bien, el hecho de que la intervención del Estado no se de en todos 
los sectores vinculados con los soportes materiales, y que esta participación 
no aparezca en forma directa ni constante, sino que se oculte y eventualmen-
te se diluya, se explica -según esta línea de análisis- porque, al intervenir el 
Estado en diferentes fases del proceso de producción, intercambio y distribu-
ción, mediante inversión directa o aportaciones indirectas, no busca sustituir 
a la empresa privada, sino que intenta garantizar la subsistencia de empresas 
y, en muchos casos, asegurar su funcionamiento y la obtención de ganancias 
adecuadas mediante un sistema amplio de subsidios presupuestales. 
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Aunque en esta línea de análisis se consideran en forma diversa las carac-
terísticas particulares y objetivos específicos de la participación gubernamental 
en la producción del espacio urbano, ya sea a nivel de la planeación-ordena-
miento urbano o directamente de la producción de componentes del espacio 
urbano (llámense medios de consumo colectivo o soportes materiales para la 
producción), lo cierto es que el denominador común de estos análisis parece ser 
el énfasis que en ellos se hace al carácter instrumental del “Estado” y a las deter-
minantes económicas de la participación de éste en los procesos de formación 
y crecimiento urbanos. 

Desde esta perspectiva, el Estado-gobierno tiene más un carácter de 
instrumento administrativo de los intereses de la clase dominante, que en el 
campo de la planeación territorial -y particularmente a nivel de la planeación 
urbana- opera a nivel de la estructura económica. 

La Administración Urbana parecería estar asociada así a las funciones 
gubernamentales dirigidas a propiciar la producción y acumulación del ca-
pital, en tanto que la gestión urbana lo estaría a los intentos de dominación 
corporativista-populista promovidos por el Estado. 

Según esto, la Administración Urbana, como función de un Estado ins-
trumento de dominación, estaría dirigida, por parte, a llevar a cabo las acciones 
necesarias para garantizar el equilibrio entre los diferentes sectores del capital, 
cuyos intereses se enlazan en torno a la utilización del suelo (Capital inmobi-
liario, Capital industrial, Capital comercial y de los servicios), a fin de contra-
rrestar los efectos negativos que surgen de las contradicciones entre los mismos. 

La Administración Urbana consistiría, por lo tanto, en una función con 
carácter dual: por una parte sería coercitiva-policiaca, estando dirigida a vi-
gilar y sancionar el cumplimiento de las reglas de actuación de los diferentes 
sectores del capital, buscando el beneficio del capital en su conjunto. 

Por otra parte, estaría dirigida a realizar, a manera de subsidio, todas 
aquellas obras necesarias para garantizar las condiciones de acumulación y 
que impliquen inversiones sin provecho directo para el capital o que permi-
tan  “salvar” o hacer crecer a sectores específicos del capital. 

De esta manera, al hablar de la Administración Urbana haríamos refe-
rencia a la función ejecutiva de este Estado-instrumento, del que se vale la 
clase dominante, dirigida a garantizar la existencia y conservación de las con-
diciones materiales para la reproducción y acumulación capitalistas. 

Desde este mismo enfoque, al aludir a la Gestión Urbana se hace re-
ferencia a los procesos impulsados por el Estado dirigidos fundamental-
mente a obtener la subordinación y el control de los llamados movimientos 
sociales urbanos. 
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Desde este punto de vista, el concepto de Gestión Urbana remite a un 
conjunto de prácticas políticas, económicas y sociales, a través de las cuales 
el gobierno de la ciudad, por medio de sus diferentes organismos, al mismo 
tiempo que realiza obras, gestiona las demandas de medios de consumo co-
lectivo o soportes materiales de la poblaci6n urbana. 

En este sentido, la Gesti6n Urbana asume la dimensi6n política de la ad-
ministración técnica de una ciudad; es decir, enfrenta los procesos políticos 
de movilizaci6n, control y legitimación, a través de los cuales las demandas 
urbanas se expresan y se tramitan en el marco de una política urbana “hege-
monizada” por los intereses dominantes de la sociedad y del capital. 

El carácter específico de la Gesti6n Urbana está determinado así por 
los conflictos entre el gobierno y los pobladores (usuarios o ciudadanos) y 
las formas concretas de su regulación jurídica, pero sobre todo de su nego-
ciación política. 

3.2. EN EL ENFOQUE SOCIOLOGICO-POLITICO

Por su parte, las interpretaciones que han hecho referencia a estos dos con-
ceptos a partir del estudio de la administraci6n gubernamental, vinculada a la 
planeaci6n de las ciudades y a la gestión ciudadana, referida principalmente 
a las formas de participaci6n de la sociedad civil en la problemática urbana, 
parecen haber establecido implícitamente una diferenciaci6n excluyente en-
tre estos dos conceptos. 

En este sentido, parece que a la Administración Urbana se la considera 
como una función eminentemente gubernamental, que implica el logro de: 

“una eficiente utilización y combinación de los factores administrativos, institucionales, 
jurídicos, económicos y políticos, para adaptarlos a las condiciones del desarrollo pleno” (J. 
Ahumada, 1987: 6, en Massolo, 1989: 135) 

Por su parte, la Gestión Urbana es comprendida tanto como una práctica 
democrática, ejercida por la Sociedad civil en su conjunto, como una práctica 
de control y legitimación, ejercida por el gobierno sobre dicha sociedad civil. 

Desde este punto de vista, el concepto de Administración Urbana hace 
referencia a las funciones o atribuciones que, desde el marco jurídico vigen-
te (Constitución General de la República, Constituciones Estatales y Leyes 
Orgánicas Municipales), se asignan a los ayuntamientos en relación a la 
planeación del desarrollo urbano, para que desde una lógica centralizada se 
ejecuten desde el nivel de gobierno local las disposiciones políticas y técni-
cas de los aparatos centrales de planeación y financiamiento . 
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Aquí, la Administración Urbana aparece como una práctica guberna-
mental dirigida en dos sentidos: 

Por una parte, consiste en el control y regulación de las acciones de to-
dos los agentes involucrados en el proceso de urbanización, ya sea que estas 
acciones provengan de los diferentes sectores y niveles gubernamentales o de 
los distintos sectores económicos y grupos sociales. 

Por otra se refiere a las funciones ejecutivas del gobierno de la ciudad, 
dirigidas a la realización de acciones tendientes a satisfacer las necesidades 
básicas de la población (dotación de servicios de agua potable, drenaje, al-
cantarillado, alumbrado público, seguridad y recolección y tratamiento de 
desechos sólidos). 

La Gestión Urbana, por su parte, se ha asumido desde dos perspectivas 
esencialmente contradictorias: 

Por una parte, desde la perspectiva “oficialista”, se ha asociado a las fun-
ciones de carácter administrativo de los órganos de gobierno en sus tres nive-
les, dirigidas a promover la participación –tanto de diferentes grupos sociales 
como de sectores económicos-, en la realización de acciones tendientes a al-
canzar el “desarrollo pleno”

Esta participación se promueve desde los diferentes niveles de gobierno, 
y particularmente desde el gobierno de la ciudad, a través de las diligencias 
necesarias para inducir la actuación de grupos sociales y económicos a la rea-
lización de acciones de “beneficio social”. 

Desde este punto de vista, la Gestión Urbana se concibe como una sub-
función de la Administración Urbana, siendo la atribución exclusiva de los 
órganos de gobierno responsables del ordenamiento urbano. 

Desde los enfoques que privilegian el análisis de la participación social, 
se asocia la Gestión Urbana a los procesos sociales que han ido derivando 
progresivamente en una transformación de las formas de participación co-
munitaria en el proceso de producción y transformación del espacio urbano. 

Esta participación adquiere un carácter diverso: puede estar enmarcada 
en una esfera de legalidad, representada, por ejemplo, en los planes de de-
sarrollo urbano, los consejos de participación o la consulta popular; o bien 
pude darse al margen de los mecanismos institucionales de participación, 
derivando en formas inéditas de concertación o negociación de los grupos 
sociales con órganos de gobierno, e incluso con grupos económicos privados 
vinculados con la promoción o financiamiento inmobiliario.

La Gestión Urbana, entendida de esta manera puede apoyarse en, e in-
cluso fortalecer, los mecanismos de clientelismo político o implicar el resque-
brajamiento o al menos el debilitamiento, de los viejos mecanismos: control 
clientelista-corporativista (Coulomb: 1991, en Coulomb, 1989: 108) 
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Su carácter diverso se expresa en las particularidades que se establecen en 
la relación entre el Estado y la sociedad civil, así como en las formas específi-
cas de organización y actuación de los grupos sociales. 

Al respecto, es representativa la tipología de formas de gestión que Jorge 
Legorreta reconoce en torno a la participación social en la producción de 
vivienda: pública, autónoma organizada y amparada individual (Hiernaux, 
1986: 14 y 15 y Legorreta, 1984: 12). 

La gestión pública, referida principalmente a la autoconstrucción de 
vivienda, tiene que ver con el conjunto de experiencias en las cuales los gru-
pos sociales de bajos ingresos son organizados, apoyados financieramente y 
asesorados técnicamente por una instancia estatal para la construcción de 
sus propias viviendas. 

La gestión autónoma organizada, por su parte, no concibe a las ins-
tancias gubernamentales como agentes activos directos, sino que hace re-
ferencia a los grupos organizados de colonos cuya lucha por la legalización 
de la tenencia de la tierra y por la introducción de los servicios urbanos se 
articula con la producción directa y autoconstruida de su vivienda, adqui-
riendo un carácter coyuntural. 

Finalmente, la llamada gestión amparada individual, predominante en 
los sectores de bajos ingresos, se refiere a la actuación de estos sectores socia-
les dirigida a la a la obtención de vivienda y servicios urbanos recurriendo al 
apoyo (oneroso en general) de líderes, fraccionadores o promotores. 

Cabe aclarar que esta tipología alude a la participación del gobierno y de 
la sociedad civil en la problemática de la vivienda urbana y, por lo tanto, no 
puede ser aplicada directamente al conjunto de procesos de la realidad urba-
na; sin embargo, establece los principales agentes, elementos y relaciones que 
es posible considerar en un concepto de Gestión Urbana.

En este sentido, la Gestión Urbana aparecería como una forma de ac-
tuación eminentemente política en la cual, cuando la sociedad civil tiene un 
papel activo, la actuación gubernamental adquiere un carácter pasivo que res-
ponde a las demandas sociales y, a la inversa, cuando el aparato gubernamen-
tal toma la iniciativa, la sociedad civil se subordina a las pautas de actuación 
que marca el gobierno de la ciudad. 

Es decir, una sociedad civil activa excluye al gobierno de las funciones 
gestivas relegándolo a un papel fundamentalmente administrativo, en tanto 
que un aparato gubernamental activo en términos gestivos, relega a la socie-
dad civil a un papel reivindicativo, de actuación pasiva, exento de iniciativa. 

En síntesis, desde la perspectiva de esta línea de análisis, podríamos 
asumir que, mientras se considera que la Administración Urbana se refie-
re a una función eminentemente gubernamental (a todos sus niveles, pero 
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fundamentalmente a nivel de los gobiernos locales), a través de la cual, me-
diante mecanismos coercitivos y la ejecución de acciones, concreta sus propios 
objetivos de desarrollo, la Gestión Urbana se refiere a dos tipos de actuación 
extrañamente combinados, en donde o bien la iniciativa de uno de los agen-
tes involucrados excluye la participación activa del otro (el aparato guber-
namental subordina a los grupos sociales o éstos debilitan los mecanismos 
de control político de aquél), o bien las iniciativas se dan -en forma paralela 
y unidireccionalmente (esto es, de manera no combinada)- desde el aparato 
gubernamental hacia los grupos sociales y desde éstos hacia aquél. 

4. ADMINISTRACION Y GESTION: DOS  CONCEPTOS  
ESCURRIDIZOS 

La falta de precisión de los conceptos de Gestión y Administración Urbana, 
desde nuestro punto de vista, está vinculada, por una parte, con la pretensión 
de disociar del ejercicio de la administración urbana las funciones de orden 
político y, por otra, de asignarle al Estado un carácter instrumental, al servi-
cio de los intereses de los sectores económicos y sociales dominantes. 

Al pretender separar del ejercicio de la Administración Pública en ge-
neral y de la Administración Urbana en particular la práctica política, se le 
adjudica a la Gestión un papel técnico administrativo de tramitación, subor-
dinado a las tareas administrativas o, mejor dicho, de subfunción de la Admi-
nistración Urbana. 

El ejercicio de la política se reconoce exclusivamente a nivel de los órga-
nos centrales de toma de decisiones y a nivel de las instituciones parlamen-
tarias en donde, por una parte, se establecen los objetivos y las “políticas “ de 
desarrollo y, por otra, se alcanza el consenso entre las diferentes fuerzas polí-
ticas de la sociedad, concediéndole a la Administración Urbana un carácter 
de ejercicio ejecutivo de estos objetivos y políticas y de las decisiones tomadas 
mediante el consenso parlamentario. 

Desde este punto de vista, se asume a la Administración Urbana como 
un ejercicio autoritario del poder, legitimado por la vía parlamentaria, al cual 
se subordina la actuación la sociedad civil en su conjunto. 

La planeación urbana y la Gestión Urbana, ejercidas desde el gobierno 
de la ciudad, se convierten -de esta manera- en instrumentos técnicos de las 
funciones administrativas. 

Esta concepción, como lo señala Omar Guerrero (1981: 49), tiene su 
origen en la vieja interpretación que desde la disciplina de la Administra-
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ción Pública se hizo sobre la dicotomía política-administración, vinculada 
a la separación entre poder legislativo y poder ejecutivo, propia los estados 
burgueses emergentes en el siglo XIX. 

Agotada ya en la década de los años sesenta del presente siglo, tampoco 
es superada desde las revisiones disciplinarias que pretendieron resolver el 
conflicto teórico surgido de la separación entre ejercicio político y ejercicio 
Administrativo. 

En efecto, estas “nuevas” interpretaciones (Redforá, 1967, y Bertram, 
1967), en lugar de sostener el principio ¡separación política-administración, 
lo sustituyen por el concepto de Política Pública, que si bien reconoce la exis-
tencia de una práctica política en el ejercicio de la administración pública, 
confunde en éste las prácticas de los representantes de la sociedad civil con las 
realizadas por instituciones del Estado

De esta manera, se confunden política y administración en un solo con-
cepto ambiguo, “Política Pública”, que no alcanza a distinguir entre dos fun-
ciones de naturaleza distinta que, si bien se encuentran relacionadas en la 
práctica gubernamental, corresponden a dos esferas de actuación distintas. 

Las implicaciones que esta confusión acarreó a la práctica gubernamental 
de la planeación del territorio, parecen haber sido la causa por la cual, desde 
la perspectiva institucional de la planeación urbana en México, se optara por 
trasladar miméticamente la fusión ambigua de administración-política a la 
concepción de la planeación urbana, incorporando a la Gestión Urbana como 
el componente político de las funciones administrativas. 

Ya sea por esta razón, o por cualquier otra, lo cierto es que el enfo-
que institucional predominante, al concebir en forma confusa la función 
política y la función administrativa fue incapaz de comprender la acción 
gubernamental vinculada con el ordenamiento urbano como una práctica 
que enlaza, no confunde, la función administrativa con el ejercicio políti-
co, evidenciando desconocer que la acción gubernamental implica al mis-
mo tiempo ejercicio de la hegemonía y dirección administrativa. 

Como lo demuestra en su historia reciente el mismo ejercicio de la pla-
neación urbana en México, la política no se ubica exclusivamente en el cam-
po de las decisiones ni, por lo tanto, en el campo de la definición de objetivos 
y estrategias de desarrollo; se ubica también, y de manera muy importante, en 
la esfera de la relación entre sociedad política y sociedad civil, en el nivel de 
contacto directo entre sociedad y gobierno. 

Por otra parte, la presunción de que el Estado es un instrumento de do-
minación al servicio de las clases dominantes nos lleva irremediablemente a 
suponer que la Administración Urbana no es más que una forma del ejercicio 
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de esta dominación que, al privilegiar los intereses económicos del capital en 
su conjunto, opera a nivel de la estructura económica, en tanto que la Ges-
tión, cuando se ejerce desde el aparato gubernamental, es una manifestación 
del dominio político de clase y, cuando se ejerce desde los grupos sociales 
dominados, tiende a subvertir el orden establecido por el estado instrumental 
o a reforzarlo a través del clientelismo político. 

Esta explicación tiene sus orígenes, como lo señala Cerroni (1976: 123, 
151 y, 1979: 64 y ss), en las interpretaciones que desde finales del siglo XIX 
hicieran diferentes “herederos” del pensamiento marxista que negaban la va-
lidez de la lucha política dentro de los cauces de la democracia, tachada de 
reformismo. Desde ese punto de vista, el Estado tiene más bien un carácter 
de instrumento (coercitivo) de la clase dominante, que opera a nivel de la 
estructura económica, en tanto que: 

“... democracia política, sufragio universal, legislación social, no son más que ‘engaños’, 
(...) así como el Estado no es otra cosa más que una máquina represiva, instrumento de 

violencia ‘inventado’ por los poderosos y, es más, por los ricos” (Cerroni, 1976: 123). 

Trasladada esta interpretación a los análisis territoriales, particularmente 
a los análisis urbanos, predominó la concepción del Estado-instrumento o 
Estado-máquina clasista, en la cual se expresa una simplista reducción del 
Estado (de la política y del derecho) a simple fuerza. 

En ella se arraigó y se puso en evidencia la falta de atención, de las inter-
pretaciones marxistas en que se sustentaba, a los problemas específicos de la 
ciencia política y jurídica y, en general, a cualquier elaboración intelectual 
que superase la pura y simple problemática de la economía política. 

“Tras ella afloraba la idea apenas silenciada de que la primacía de la estructura significaba 
en el marxismo o la cancelación o la reducción economicista  de cualquier nivel no económico 
de la convivencia social e intelectual”(Cerroni 1976: 151 y 152). 
De hecho, esta concepción olvida que las clases dominantes no se impo-

nen sobre las clases subalternas sólo a través del poder y la autoridad coerci-
tiva, sino fundamentalmente por medio del consenso, es decir, mediante la 
aceptación, por parte del conjunto de la sociedad, de la dirección intelectual 
y moral del grupo dominante (HOBSBAWM, ERIC, 1978: 162). 

El rechazo a una concepción instrumental del Estado parte de la con-
sideración gramsciana de que, para las clases sociales, el Estado no se puede 
comprender en abstracto como “instrumento” sino que: 

“... sólo es concebible como forma concreta de un determinado mun-
do económico, de un determinado sistema de producción’” (BUCI-Gluck-
smann: 340). 



Alberto Villar Calvo. Los conceptos de gestión y administración del desarrollo urbano

145

En este sentido, el Estado 
“... no se puede considerar ni en abstracto, ni solamente en términos generales, como un 
gobierno que es el instrumento de la burguesía, sino cómo, cuándo, dónde, este determinado 
Estado, con su infinita cantidad de ‘funcionarios’, ejercita su dominio y obtiene el consenso. 
Un Estado que no puede considerarse fuera, o por encima, de la sociedad, sino que por 
sus funciones, por su realidad objetiva... (se)... radica dentro de los fenómenos populares 
... (se) ... integra a una realidad pre-estatal: la sociedad civil (PIÑON, Francisco, 1987: 
274 y275) 
El Estado, más que concebirse como un instrumento de dominación po-

lítica, aparece así como un “espacio” de interdependencia entre sociedad civil 
y sociedad política, como un ordenamiento jurídico político. 

Incluso, su propia existencia y ampliación señalan un camino democrá-
tico irreductible a toda definición instrumental-coercitiva del poder estatal. 
Es, como lo señala Buci-Gkucksmann, la vía de la guerra de posición (1978: 
327, el subrayado es nuestro). 

Desde esta perspectiva, la planeación urbana, y por supuesto los instru-
mentos para realizarla (Administración y Gestión) superan el carácter de 
medios de dominio para ubicarse fundamentalmente en el ámbito de la bús-
queda  y obtención del consenso, el cual: 

“... representa siempre el momento de la ‘dirección’, que es de carácter político y moral-
intelectual. Dirección  que es obtiene obviamente para conseguir el ‘consenso’ de las masase 
populares (...) que en la estructura de las modernas democracias consigue, por esta razón, 
una cierta estabilidad” (PINON, Francisco, 1987: 271 y 272). 

Es precisamente en esta búsqueda del consenso que se abren espacios 
para una mayor participaci6n de la sociedad civil en los ámbitos considerados 
tradicionalmente como inherentes a la sociedad política. 

Es aquí en donde la sociedad civil gestiona, ante el aparato gubernamen-
tal, la satisfacci6n de sus necesidades,  y también donde éste se legitima a 
través de la dirección administrativa y la gestión de la participación social. 

La búsqueda del consenso tiene que pasar, de esta manera, por una “aper-
tura” de la sociedad política que permita a la sociedad civil una mayor y más 
efectiva participación en algunas de las labores de gobierno. 

En esta apertura la sociedad civil no sólo se articula y perfila hacia su con-
solidación, sino que además disputa espacios de actuación política (de poder) 
al aparato gubernamental (sociedad política). 

En este sentido, la participación de los diferentes organismos de la socie-
dad civil (como agentes e individuos necesariamente activos y gestores) en el 
proceso de ordenamiento territorial (entendido como una actividad a la vez 
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administrativa y gestora), supera la consideración de ser un instrumento de 
la planeación, tal y como la concibe Martínez Silva (1988: 7), para ubicarse 
como una condición inherente a la propia planeación. 

Del mismo modo, la Administración y la Gestión urbanas, ejercidas desde 
la sociedad política, aparecen como prácticas necesarias para la búsqueda del 
consenso; la primera como instrumento de dirección de la vida económica y la 
segunda como forma de concertación. 

Es precisamente aquí, en el campo de la planeación urbana, en donde se 
supera la consideración simplista de un Estado instrumento de dominación, 
de naturaleza coercitiva y represiva, para ubicarlo como un espacio jurídico-
político dirigido principalmente al consenso Y dirección, y no directamente, 
ni mucho menos exclusivamente, al dominio o momento de la fuerza; en 
otras palabras, se ubica en el campo de la hegemonía, que: 

“... no es una simple mezcla o alianza del dominio y el consenso,..., sino hegemonía social, 
propia no del gobierno político o ‘dominio directo’, sino relativa al ‘consenso espontáneo’ 
dado por las grandes masas de la población a la  dirección de la vida social impuesta por 
el grupo gobernante (fundamentalmente dominante)” (PIÑON, Francisco, 1987: 272). 
De esta manera la Administración y Gestión urbanas superan las con-

cepciones instrumentalistas de control y dominio político que se expresan, 
por una parte, a través de la dirección administrativa de los intereses de los 
grupos dominantes y, por otra, de la gestión clientelar para reforzar el do-
minio político sobre los grupos subalternos, ubicándose como instrumentos 
para la dirección intelectual –y, en cierto modo moral (en tanto que orienta-
dores de conductas colectivas)- y necesariamente económica de la sociedad.

Se ubican así como instrumentos de la hegemonía, expresándose como 
procesos dirigidos a alcanzar el consenso entre los diferentes grupos sociales 
y políticos, sobre las formas en que “consensualmente”, o mediante el consen-
timiento, conviene hacer uso del territorio. 

5. ADMINISTRACION Y GESTIÓN: EXPRESION DE LA 
 RELACION ENTRE SOCIEDAD CIVIL Y SOCIEDAD POLITICA 

Con base en todo lo expuesto, desde nuestro punto de vista, los conceptos de 
Administración y Gestión urbanas nos refieren a un concepto más general; 
el de Planeación Urbana, el cual, acorde con la interpretación expresada en 
el párrafo anterior, remite a un conjunto de prácticas políticas, económicas y 
sociales a través de las cuales, al mismo tiempo que se administran recursos, 
se están gestionando las demandas de la población urbana no sólo por los 
aparatos de gobierno (como órganos de la sociedad política) sino también 
por la misma sociedad civil en su conjunto. 
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La Planeación Urbana se concibe, asimismo, como práctica que involucra 
tanto a la sociedad civil como al aparato gubernamental en la transformación 
del espacio urbano, reconociendo a estos dos como agentes activos entre los 
cuales no se establece necesariamente una relación de subordinación sino de 
interdependencia, en la cual el comportamiento de uno impacta el del otro. 

De esta manera, la Administración y la Gestión urbanas aparecen como 
funciones que expresan las formas específicas que, en tomo al uso y apro-
vechamiento del suelo, presenta la relación entre sociedad civil y sociedad 
política en un momento histórico determinado. 

La Gestión Urbana aparecería, así, como una acción que lleva a cabo tanto 
la sociedad civil en su conjunto (aunque atendiendo a necesidades y coyunturas 
diversas) como el gobierno de la ciudad, quedando, por lo tanto, diferenciada 
de las funciones específicas de Administración Urbana, en tanto que ésta res-
ponde fundamentalmente a las necesidades del sector público de administrar 
-esto es, recabar, manejar, destinar, asignar los recursos y/o fondos públicos- en 
concordancia con las políticas, programas y objetivos de gobierno. 

Esto no quiere decir que concibamos la administración urbana como 
una función rígida, poco flexible, no dinámica; por el contrario, la conside-
ramos un ente cambiante, cuya transformación, en las características de su 
operación y fundamentalmente en la magnitud de su ámbito de actuación, va 
eslabonada a la dinámica que se establece en tomo a la Gestión Urbana entre 
la sociedad civil y la sociedad política. 

	 De igual manera, consideramos que la dimensión de la Gestión Ur-
bana, al estar asociada a una práctica administrativa extendida o inhibida, 
expresa una relación de supremacía entre sociedad civil y sociedad política a 
favor de una de ellas

Ahora si bien es cierto que desde este enfoque concebimos a la Admi-
nistración Urbana y a la Gestión Urbana como mecanismos ubicados en la 
práctica de la búsqueda de consenso, reconociéndolos como dos entidades 
distintas, perfectamente diferenciables pero en íntima correspondencia, tam-
bién lo es que consideramos que su relación se manifiesta en un equilibrio 
dinámico que expresa formas de relación cambiantes entre los grupos sociales 
hegemónicos y los subalternos. 

Las alteraciones o movilidad en esta articulación (entre grupos hegemó-
nicos y subalternos) se encuentran, desde punto de vista, en las formas, carac-
terísticas y modalidades específicas que asume la relación entre sociedad civil 
y sociedad política.
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6. ADMINISTRACION Y GESTION; UNA RELACIÓN  
PARADOJICA 

El vínculo entre Gestión y Administración urbanas se manifiesta como una 
relación de lucha entre opuestos que se caracteriza por una ampliación o in-
hibición de sus respectivos campos de actuación, y expresa la disputa entre 
sociedad civil y sociedad política que se presenta en un país o contexto social 
en el cual existe una relación de hegemonía y por lo tanto se presenta en un 
proceso “normal” no violento

Esta ampliación o inhibición se da sobre la base de la supremacía de una 
de estas funciones por encima de la otra supremacía que se logra conquistan-
do progresivamente los campos de actuación que el opuesto controlaba. 

En otras palabras, la preeminencia de alguna de estas dos funciones en 
condiciones histórico-políticas sucesivas , habla de momentos consecutivos 
que reflejan una relación contradictoria, en la cual la supremacía de la fun-
ción administrativa sobre la gestiva remite a un debilitamiento de la socie-
dad civil en favor de la sociedad política y, en sentido contrario, una mayor 
presencia de las funciones gestivas resulta expresión de un mayor nivel de 
consolidación, organicidad y articulación de una sociedad civil que, por esto, 
es capaz de disputar a la sociedad política espacios de actuación. 

En el primer momento no hay una sociedad civil madura, que actúe en for-
ma articulada y orgánicamente sobre el territorio, lo que permite, e incluso re-
clama, que el aparato gubernamental amplíe su actuación y ejerza una función 
fundamentalmente autoritaria (momento del control y de la subordinación). 

El segundo momento es aquel en el que la sociedad civil ha madurado 
y disputa espacios de actuación al aparato gubernamental el cual, si quiere 
garantizar el consenso -y esto es ineludible para el ejercicio de la hegemonía-, 
tiene que conceder y reconocer institucionalmente espacios de negociación 
política (momento de la democracia). 

En esta relación excluyente, el desarrollo y maduración de la sociedad 
civil juega un papel fundamental, ya que su inconsistencia posibilita un ejer-
cicio ampliado del autoritarismo; en este sentido, la permanencia de la socie-
dad política como regulador coercitivo económico-corporativo:

“…es tanto más larga cuando la sociedad civil es más gelatinosa, menos desarrollada. Y por 
lo tanto el aparato gubernamental está obligado a jugar un papel del motor del desarrollo 
de la sociedad, y ello con el agravante de la ausencia de tradiciones democráticas anteriores” 
(BUCI-Glucksmann: 353).
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Ahora bien, esta disputa entre sociedad civil y sociedad política, esta 
guerra de posición entre los grupos hegemónicos y los subalternos, ¿cómo 
se relaciona o cómo se  traduce a la planeación territorial y por lo tanto a la 
Administración y Gestión urbanas?

Desde nuestro punto de vista, el proceso de planeación es un “espacio 
de confrontación” entre los intereses de los diferentes grupos sociales (y, 
por lo tanto, de los grupos antagónicos); en él no sólo se expresan los inte-
reses y las acciones de los grupos sociales, sino que además se expresa una 
lucha de posición por incidir en la determinación del modelo de desarrollo 
que las políticas de acción implican. 

Esta confrontación de intereses es inherente al proceso mismo de pla-
neación, y se inscribe en el ejercicio mismo de la hegemonía; la planeación 
territorial se entiende así como un instrumento para el ejercicio de la hege-
monía, más como un instrumento técnico para el ejercicio coercitivo del po-
der en búsqueda de privilegiar los intereses de las clases hegemónicas. 

En estas condiciones, las inevitables transformaciones sociales que se 
expresan en el uso, ocupación y aprovechamiento del espacio urbano pasan 
por un reforzamiento de la participación de la sociedad civil en el proceso de 
planeación lo cual, por otra parte es inevitable en tanto que el ejercicio de la 
hegemonía requiere e impulsa el desarrollo de esta participación. 

Sin embargo, esta creciente importancia de la sociedad civil y su even-
tual “triunfo” sobre la sociedad política no puede ser considerada mecáni-
camente; es decir, no se puede decir que inevitablemente se logrará susti-
tuir la preeminencia de las funciones administrativas por las gestivas en un 
proceso cuasi natural. 

Más bien habría que pensar que esta disputa se inscribe en la misma lógi-
ca de la relación dialéctica entre grupos hegemónicos y subalternos la cual, en 
el caso que nos ocupa, se manifiesta en la relación entre la guerra de posición 
y la lucha por un nuevo bloque histórico (BUCI-Glucksmann: 349). 

Aunque para Gramsci esta guerra de posición se da fundamentalmente 
en las “trincheras históricas” (Sindicatos y Partidos), para nosotros se da en el 
contexto global de las organizaciones de la sociedad civil, y particularmente 
en los organismos ambivalentes entre sociedad política y sociedad civil; es 
decir, en los “espacios” en disputa entre estos dos elementos de la superestruc-
tura en donde nosotros ubicamos la planeación urbana. 

Retornando a Buci-Glucksmann: 
“... esta lucha puede llevarse adelante sólo mediante el desarrollo de las contradicciones 
internas de los diferentes aparatos (e instrumentos) de hegemonía, en el sentido que la 
batalla por el poder político se libra en el terreno de la sociedad civil” (1988: 350, el 
paréntesis es nuestro). 
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En este sentido, en palabras de Gramsci: 
“El elemento Estado-coerción va desapareciendo a medida que se va afirmando la sociedad 
regulada (o Estado ético o sociedad civil)”. En esta transición… “el estado será primero 
sinónimo de gobierno y después se identificará, poco a poco, con la sociedad civil” (Gramsci, 
Notas sobre Maquiavelo, citado en BUCI-Glucksmann: 351y 352)
De acuerdo con esto, para nosotros es a través de la planeación urbana 

como se busca, al menos en parte, la hegemonía que da el consenso; es decir 
la planeación urbana sólo tiene sentido en tanto a través de ella sea posible 
concertar los diferentes intereses de los grupos sociales antagónicos, de otra 
manera carecería de sentido y utilidad.

Por lo tanto, no es posible pensarla como una función exclusivamente, ni 
aún principalmente, administrativa, sino, y este es el centro de nuestra argu-
mentación, como una función fundamentalmente gestiva; es decir que parte 
tanto de la sociedad civil hacia la sociedad política como en sentido inverso, 
y se encuentran en el ámbito de la disputa por la hegemonía. 

En este sentido, una planeación urbana que se exprese como una función 
exclusiva del aparato gubernamental y se le atribuya un carácter eminente-
mente administrativo caerá irremediablemente en el nivel de los “monólogos 
gubernamentales”, en el nivel de la programación de acciones y del control, en 
fin, en el autoritarismo carente de consenso. 

En el campo de la planeación territorial, las funciones de gestión tien-
den a suceder a las funciones administrativas, ya que en un Estado que se 
pretende democrático; es decir, en donde los grupos dominantes buscan 
legitimarse mediante el ejercicio de la hegemonía, la planeación territorial 
solo puede aparecer como mecanismo de concertación. 

Es decir que, si la hegemonía requiere democracia (y ésta es una condi-
ción que consideramos inherente la planeación) y esta a su vez implica una 
socialización progresiva del poder, entonces las prácticas autoritarias (y entre 
ellas el predominio de la Administración Urbana) tenderán, tarde o tempra-
no, a chocar con las necesidades exigidas por una sociedad civil emergente y 
en proceso de consolidación.

Desde este punto de vista, las funciones de Gestión Urbana tienden, al 
parecer, a arrancarle la preeminencia a las de Administración Urbana, lo cual 
sucederá, lógicamente, sólo cuando la sociedad civil haya superado su condi-
ción desarticulada para constituirse en una sociedad civil plena. 



Alberto Villar Calvo. Los conceptos de gestión y administración del desarrollo urbano

151

BIBLIOGRAFIA 

AGENDA DEL PRESIDENTE MUNICIPAL. Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Obras Públicas. México. 

BUCI-Glucksmann, Christine. (1988). GRAMSCI y EL ESTADO (HACIA 
UNA TEORIA MARXISTA DE LA FILOSOFIA, Siglo XXI. México.

CERRONI, Humberto (1976), TEORIA POLÍTICA Y SOCIALISMO 
Ediciones ERA. México. 

CERRONI, Humberto (1979), PROBLEMAS DE LA TANSICIÓN AL 
SOCIALISMO. Grijalbo. España. 

COULOMB, René y Duhau, Emilio (coord.) (1989), POLITICAS UR-
BANAS Y URBANIZACION DE LA POLÍTICA. Universidad Au-
tónoma Metropolitana, México. 

COULOMB, René. (1991), DEMOCRATIZACION DE LA GESTION 
URBANA. Revista Ciudades, núm. 9, enero-marzo, México

GARCIA de Etarría, Eduardo (1985), REVOLUCION FRANCESA Y 
ADMINISTRACION CONTEMPORANEA, Taurus, Madrid. 

GROSS, Bertram M. (1967), “Los Directores del cambio económico Nacio-
nal”, en ROSCOE C. Martin (comp.) (1967). ADMINISTRACION 
PUBLICA. Herrero Hnos. Sucs. México. 

GUERRERO, Omar (1981), LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA DEL 
ESTADO CAPITALISTA. Fontanara, España. 

HIERNAUX Daniel, (1986), URBANIZACION Y AUTOCONS-
TRUCCION DE VIVIENDA EN TIJUANA. Centro de Ecodesarro-
llo. México. 

HOBSBAWM, ERIC (1978), “Gramsci y la Teoría Política”. En Hobsbawm, 
Eric et al.. EL PENSAMIENTO REVOLUCIONARIO DE GRAM-
SCI. Universidad Autónoma de Puebla. México. 

LEGORRETA, Jorge, (1984), LA AUTOCONSTRUCCION DE VI-
VIENDA EN MEXICO (el caso de las ciudades petroleras). Centro de 
Ecodesarrollo. México. 

LOJKINE, Jean (1979), EL MARXISMO, EL ESTADO Y LA CUES-
TION URBANA. Siglo XXI. México. 

MARTINEZ Silva, Alvaro (1988), PARTICIPACION DE LA COMUNI-
DAD EN LOS PLANES DE DESARROLLO MUNICIPAL. Centro 
Nacional de Estudios Municipales, Secretaría de Gobernación. México. 

MASSOLO, Alejandra (1989), “La Reforma Municipal de 1983”. en Garza, 
Gustavo (comp.) UNA DECADA DE PLANEACION URBANO-
REGIONAL EN MEXICO. El Colegio de México, México. 



Convergencia Revista de Ciencias Sociales, núm. 6, 1994, Universidad Autónoma del Estado de México

152

PIÑON, Francisco (1987), GRAMSCI: PROLEGOMENOS, FILOSO-
FIA Y POLÍTICA. Centro de Estudios Sociales Antonio Gramsci. Mé-
xico. 

PORTELLI, Huges. (1992), GRAMSCI Y EL BLOQUE HISTORICO. 
Siglo XXI editores. México. 

PRADILLA Cabos, Emilo. (1984), CONTRIBUCION A LA CRITICA 
DE LA “TEORIA URBANA”, DEL “ESPACIO” A LA “CRISIS UR-
BANA”. UAM-Xoch.. México. 

SAHOP,(1982). 
TOPALOV, Christian. (1979), LA URBANIZACIÓN CAPITALISTA, 

Edicol. México


